Modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en materia de vacancia del Alcalde y causales de cesación en el cargo de concejal.

Boletín N° 7536-06

Vistos: Lo dispuesto en los artículos 1º, 4º, 5º, 19º, 63º y en el Capítulo XIV de la Constitución Política de la República y en las Leyes Orgánicas Constitucionales de Municipalidades y de Partidos Políticos.

Considerando:

1.-
Que nuestro país ha consolidado su democracia, normalizando las instituciones y avanzando paulatinamente hacia mayores grados de participación de la comunidad en la designación de sus autoridades locales.
2.-
Que, en ese sentido, se transitó desde los rígidos sistemas autoritarios y corporativos previstos en el texto original de la Carta Fundamental de 1980, hacia procedimientos democráticos para la elección de autoridades municipales, a través de sucesivas modificaciones legales. 
3.-
Que, en efecto, la elección democrática de alcaldes y concejales fue una de los primeros objetivos del Gobierno del Presidente Patricio Aylwin, tras el retorno a la democracia. 

El 18 de Mayo de 1990, a sólo dos meses de asumir el mando de la Nación, se enviaba al Parlamento un proyecto en este sentido. La iniciativa generó el rechazo de la oposición de la época.

Como lo consigna la prensa, lo anterior se motivaba en la cercanía de esta enmienda con la aprobada en 1989, lo que se enmarcaba, a juicio de las colectividades, en un intento paulatino de desarmar la institucionalidad heredada del régimen militar. 
Adicionalmente, la Unión Demócrata Independiente sostuvo que la reforma propuesta contribuiría a "politizar" los municipios y a reponer una institución – los concejos municipales - de “probada ineficacia” hasta antes del 11 de septiembre de 1973. 
La UDI afirmaba, en cambio, la necesidad que los alcaldes fueran elegidos por los Consejos de Desarrollo Comunal, CODECOs, tal como lo prescribía el texto de la Carta Fundamental de 1980, mecanismo que evitaría que alcaldes respondieran a demandas políticas, sino que, por el contrario, se sujetarían a los "auténticos intereses de las comunidades"
Tras meses de negociaciones, en Agosto de 1991, se conviene en un acuerdo que posibilitaría la elección democrática de los municipios. Fruto de ello se instauraría, a través de la reforma constitucional Ley 19.097 y la Ley 19.130, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, un sistema de elección semidirecta, mediante el cual resultaba electo alcalde el candidato que siendo la primera mayoría obtuviera un elevado umbral de preferencias individuales (35%) y perteneciera, además, al pacto triunfador. 
En caso de que ello no ocurriera se entregaba la decisión a la mayoría del concejo. En tal situación, producto del habitual empate en dichas instancias, el período era distribuido entre las primeras mayorías.
4.-
Que dicho sistema si bien permitió la elección democrática de las autoridades municipales generó muchas críticas. Las principales decían relación con la inexistente separación entre las postulaciones a alcaldes y concejales, el elevado umbral para la elección directa y la división del período resultante, lo que hacía ineficaz la gestión.
Por lo anterior, en mayo de 1995, se propone una nueva reforma al sistema electoral. Ella sería aprobada definitivamente mediante la ley 19.452, en abril de 1996, comenzando a regir para los comicios que se llevarían adelante a fines del mismo año.
El procedimiento aprobado mantuvo la lista única de candidatos, pero se facilitó la elección del postulante más votado de la comuna, siempre que su lista cumpliera con un umbral de un 30%. Ya no se requería que el pacto fuera mayoritario. En caso de no poder aplicarse, resultaría electo quien recibiera la primera mayoría de la lista más votada.
5.-
Que este mecanismo si bien supuso un avance mantenía algunos de los defectos originales, siendo el principal la persistencia de una lista única, sin diferenciación entre los postulantes a alcaldes y concejales. 
A ello se agregó que producto de haber eliminado el requisito de pertenecer el candidato más votado a la lista mayoritaria para ser ungido, en numerosos municipios del país resultaron electos alcaldes que no representaban a la mayoría comunal.
6.-
Que, como consecuencia de esas deficiencias, en mayo de 1997 se presentó un nuevo proyecto de ley tendiente a posibilitar definitivamente la elección directa y separada de alcaldes y concejales. 
Éste tras ser inicialmente rechazado en el Senado, por la oposición, fue repuesto por la Cámara de Diputados, gracias a un acuerdo político entre la Concertación y Renovación Nacional, siendo definitivamente aprobado como Ley 19.737 en Julio de 2001, rigiendo desde las elecciones del año siguiente hasta la fecha.
7.-
Que, como puede apreciarse, el paulatino cambio en la legislación tiene una clara orientación en el sentido de permitir que se exprese con mayor nitidez la soberanía popular, minimizando el rol de las direcciones partidarias o de cuerpos intermedios.

8.-
Que, sin embargo, las disposiciones actuales referidas a la vacancia del cargo de Alcalde no se enmarcan en esos mismos objetivos. En efecto, el artículo 62 de la Ley Orgánica respectiva dispone que dicho cargo sea suplido por aquél concejal que sea elegido por la mayoría de sus pares.
El problema es que el escaso número de concejales provoca usualmente empates en el número de éstos, situación que impide reflejar el respaldo ciudadano de las listas respectivas, posibilitando que resulten electas para suplir la vacancia personas que no representan el ideario del alcalde que deja el cargo, depositario de la mayoría comunal.
Esta falencia ya había sido advertida en 1997, durante la tramitación del proyecto que culminó en el actual sistema de elección directa y separada de alcaldes y concejales. 

En efecto, durante el segundo trámite, en la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización y Descentralización de la Cámara de Diputados se aprobó una nueva redacción para el artículo 62 que indicaba: "En caso de vacancia del cargo de alcalde, éste se proveerá, por el plazo que reste para completar el período, con el concejal que hubiere obtenido, en la elección municipal respectiva, la más alta votación individual dentro de la lista o pacto del que formó parte el alcalde que provoca la vacancia. De no ser aplicable la regla anterior, el concejo elegirá un nuevo alcalde de entre sus miembros por mayoría absoluta de los concejales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.”
La falta de acuerdo en este mecanismo de reemplazo motivó que fuera uno de los pocos aspectos derivados a una Comisión Mixta. En ella se postularon dos alternativas para cubrir la vacancia del cargo de alcalde.  
Por un lado, atendida la distinta naturaleza de los cargos de alcaldes y concejales, se propuso que se reemplazare al alcalde por el candidato al mismo cargo que en la elección popular respectiva haya obtenido la segunda mayoría. A falta de éste, el de la tercera mayoría, y así sucesivamente.

La tesis contraria consistió en que la vacancia del cargo de alcalde sea ocupada por el concejal que haya obtenido el mayor número de preferencias ciudadanas en la elección respectiva. Se sostuvo que éste representa más auténticamente la voluntad ciudadana, al tiempo de evitar las rivalidades y tensiones que la opción contraria generaría.
La mayoría de la Comisión Mixta se pronunció por el primer mecanismo, esto es que supla al alcalde vacante quien hubiere llegado segundo en la elección popular y a falta de éste, el  tercero y así sucesivamente. 

Ello fue rechazado en la Sala del Senado al no obtenerse el quórum respectivo en sesión del 8 de Mayo de 2001, constando sólo 25 votos por la afirmativa, 9 por la negativa y 5 abstenciones. Lo mismo ocurrió en la Cámara de Diputados donde se registraron, el 15 de Mayo, 33 votos afirmativos; 5 negativos y 2 abstenciones. En tal caso, no hubo enmienda en este punto.
9.-
Que creemos que debe retomarse este debate y perfeccionarse la legislación para continuar avanzando en el mismo sentido que ha orientado las anteriores modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, esto es incrementando la participación directa de la ciudadanía y asegurando su cabal expresión, lo que no resulta suficientemente cautelada por un sistema que permite que el Alcalde sea reemplazado por un representante de la minoría de la comuna.
10.-
Que, por tanto, venimos en proponer que la vacancia en el cargo de Alcalde sea suplida de acuerdo al siguiente procedimiento:

· En caso de restar más de un año para la próxima elección municipal, mediante la celebración de una nueva elección democrática con participación de todos los electores de la comuna.
· En caso de restar menos de un año para los siguientes comicios, a través de la elección de un concejal que represente la posición política del anterior alcalde expresada en un acuerdo de los concejales en ejercicio representantes de esta mayoría o, subsidiariamente, en la elección de aquél más votado de éstos. Sólo cuando ello no pudiera tener lugar, por ejemplo, por haber sido el alcalde elegido como independiente, sin lista de concejales, intervendría la totalidad del cuerpo de concejales para nominar su reemplazante.
11.-
Que junto con ello, nos parece que las situaciones en que un concejal en ejercicio renuncia al partido en cuya lista se presentó al electorado constituye una grave desviación de la voluntad ciudadana. 
Lo anterior, toda vez que se trata de un sistema electoral proporcional, en que los votos se totalizan por partidos, subpactos y pactos electorales, resultando sus miembros favorecidos de esta acumulación, con el objeto de proceder a la distribución de los cargos.
En ese sentido, creemos que la renuncia de un concejal al partido político cuya lista integró debe motivar, consecuentemente, el cese en su cargo; lo mismo que su expulsión de aquél, acordada según las instancias respectivas, con el objeto que se mantenga en el Concejo la correlación de fuerzas que represente la ciudadanía de la comuna.
12.-
Que sin perjuicio de la proposición de estos cambios en la forma de enfrentar la vacancia del alcalde, creemos que el sistema municipal chileno adolece de una grave falencia que contribuye a estas dificultades y que consiste en la existencia de concejos municipales muy pequeños, incapaces de representar cabalmente a la ciudadanía, especialmente en las comunas más pobladas y que alientan, asimismo, un sistema de gestión basado en la figura del Alcalde y en los pactos de éste con un pequeño grupo de ediles.
Por las razones expuestas, los diputados que suscriben, vienen en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese el DFL N°1, DFL N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, del siguiente modo:

1.-
Reemplácese el inciso cuarto del artículo 62 por el siguiente:

“En caso de vacancia del cargo de alcalde, se procederá a convocar a una nueva elección popular para la elección de su reemplazante, siempre que al momento de producirse reste más de un año para la realización de los próximos comicios. Para lo anterior, deberá comunicarse dicha circunstancia al Tribunal Electoral Regional y al Servicio Electoral. En caso de restar menos de un año para las siguientes elecciones, el nuevo alcalde, que complete el período, será designado, en sesión del Concejo, especialmente convocada al efecto, por la mayoría absoluta de aquéllos concejales cuya lista o listas hayan expresado afinidad programática con la postulación del alcalde que ha cesado en el cargo. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, será designado alcalde aquél de los representantes de dicho o dichos pactos que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la elección municipal respectiva. En caso de no poder aplicarse las reglas anteriores, el nuevo alcalde será elegido por la mayoría absoluta de todos los concejales en ejercicio. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos concejales que hubieren obtenido las dos mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado alcalde aquél de los dos concejales que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la elección municipal respectiva. El mismo mecanismo de las preferencias ciudadanas se aplicará también para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en cualquiera votación que se realice con estos fines.”
2.-
Modifíquese el artículo 76 del siguiente modo:

a.-
Reemplácese, en su letra e) la expresión final “, y” por un punto y coma “;”.

b.-
Sustitúyase el punto final de su letra f) por la expresión “, y”.

c.-
Agréguese la siguiente letra g)

“g)
Por renuncia al partido político en cuya lista o pacto electoral se hubiera presentado a las elecciones respectivas o por la expulsión de éste, aplicada por el Tribunal Supremo, conforme al procedimiento interno correspondiente y notificada al Concejo Comunal.” 

3.-
Reemplácese en el artículo 77 la expresión “y f)” por “f) y g)”.
4.-
Modifíquese el artículo 78 del siguiente modo:

a.-
Incorpórese la siguiente parte final al inciso segundo:

“Este mismo procedimiento se aplicará en la situación prevista en la letra g) del artículo 76.” 
b.-
Incorpórese, en su inciso final, entre la palabra “complementarias” y el punto que le sucede la frase “, tratándose de vacancia de concejales”.
5.-
Incorpórese la siguiente parte final al inciso primero del artículo 108:

“En la declaración, las candidaturas a alcaldes podrán expresar su afinidad programática con uno o más pactos de candidaturas a concejales.”

